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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional.· POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por doña
Laura García Fernández y. en consecuencia:

1.o· Reconocer a la recurrente en am¡1aro su derecho
a la tutela judicial efectiva. .

2.° Restablecerla en la integridad de su derecho.
para lo cual se anula la Sentencia de 18 de marzo
de 1993. dictada por la Sala Primera del Tribunal
Supremo.

3.° Retrotraer las actuaciones al trámite de decisión
del recurso de casación. para que el Tribunal Supremo
dicte nueva Sentencia no lesiva del derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva.

Publíquese este Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de julio de mil nove­
cientos noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.

19929 Sala Primera. Sentencia 121/1995. de 18
de julio de 1995. Recurso de ·amparo
2.124/1993. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Málaga que confirma en ape­
lación la del Juzgado de lo Penal núm. ·4 de
esa misma ciudad. condenatoria de los
recurrentes como .autores de un delito de
lesiones. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: omisión de notificación de
las actuaciones a las palites lesiva del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.y don Javier Delgado Barrio, Magistrados. ha
pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.124/93. promovido
por doña Dolores Martín Ramos y don Antonio Pérez

'Jiménez, representados por la Procuradora de los Tri­
bunales doña Amalia Jiménez Andosilla y asistidos del
Letrado don José M.a Fajardo Ureña. contra la Sentencia
de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Málaga. de 5 de junio de 1993, por laque se confirmaba
en apelación la Sentencia del Juzgado de lo Penal
núm. 4 de esa misma ciudad. de 10 de marzo deól993.
Han interVenido el Ministerio Fiscal y doña Josefa Hidal­
go Fernández. representada por el Procurador de los
Tribunales don Isacio Calleja García y asistida del Letrado

don Francisco Zurita Carrillo. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Javier Delgado Barrio, quien expresa el parecer
de la Sala. '

l. Antecedentes'

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 29 de
junio de 1993. la Procuradora de los Tribunales doña
Amalia Jiménez Andosilla. en nombre y representación
de doña Dolores Martín Ramos y don Antonio Pérez
Jiménez. interpuso recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Málaga. de 5 de junio de 199~. por la que se con­
firmabaen apelación la Sentencia del Juzgado de lo
Penal núm. 4 de esa misma ciudad, de 10 de marzo
de 1993.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:
al Con fecha de 10 de marzo de 1993, el Juzgado

de lo Penal núm. 4 de Málaga dictó una Sentencia en
la que condenaba a los hoy demandantes de amparo.
como autores responsables de un delito de lesiones, a
la pena de dos años. cuatro meses y un día de prisión
menor. con sus correspondientes accesorias, y a satis­
facer a doña Josefa Hidalgo Fernández la cantidad
de 75.000 pesetas en concepto de indemnización. .

b) Presentado recurSo de apelación contra la ante­
rior resolució[\, fue confirmada en todos' sus extremos
por la Sentencia de la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Málaga, de 5 de junio de 1993. notificada
a los recurrentes el día 7 de ese mismo mes.y año.

. 3. La representación de los recurrentes estima que'
las Sentencias impugnadas han vulnerado sus derechos
a la t'!tela judicial efectiva sin indefensión, a la defensa
y a un proceso con las debidas garantías. reconocidos
.todos ellos en los apartados 1 y 2 del arto 24 C.E.

En apoyo de dichas pretendidas vulneraciones, se
argumenta en la demanda que. tras haberles sido impu­
tados formalmente unos hechos supuestamente cons­
titutivos de un delito de lesiones. los solicitantes de
amparo no volvieron a tener noticía del curso del pro­
cedimiento hasta que les fue notificado el Auto de aper­
tura del juicio oral. En concreto, no se les dio cono­
cimiento del Auto. de fecha 15 de julio de 1992, por
el que se declaraban los hechos constitutivos de falta.
ni del recurso de reforma y subsidiario de apelación plan­
teado por la acusación particular contra dicha resolución.
ni del Auto, de 29 de septiembre de 1992. por el que
se estimaba ese recurso de reforma. ni. finalmente.
del Auto. de 30 de septiembre de 1992. por 'el que
se acordaba continuar la tramitación de las diligencias
previas conforme a lo dispuesto en el Capítulo Segundo,
Título 111 del Libro IV de la L.E.Crim. Tampoco se les
dio traslado, una vez decretada la apertura de juicio oral.
del escrito de acusación formulado por la acusación par­
ticular. Por otra parte. tampoco fueron citados para inter­
venir en' ciertas diligencias de prueba testifical, con la
consiguiente vulneración de los principios de contradic­
ción e igualdad de armas en el proceso.

En consecuencia. se pide a este Tribunal que declare
la nulidad de las actuaciones practicadas a partir de la
providencia de 28 de abril de 1992. por la que se tuvo
por personada a la acusación particular, así como que,
entretanto, acuerde suspender la ejecución de la Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Málaga de' 5 de
junio de 1993.

4. Por providencia de 25 de octubre de 1993. la
Sección Primera acordó admitir a trámite el presente
recurso de amparo. sin perjuicio de lo que resultare de
los antecedentes.- y, a tenor de lo dispuesto en el
art, 51 de la LOTC. requerir a los órganos jUdiciales de
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instancia y de apelación para que. en el plazo de diez
días. remitiesen testimonio de las actuaciones ante ellos
practicadas. interesando al propio tiempo el emplaza­
miento de cuantos. a excepción de los solicitantes de
amparo. hubiesen sido parte en el procedimiento judicial
a fin dé que. asimismo en el plazo de diez días. pudiesen
comparecer en este proceso constitucional. Por otra pro­
videncia de la misma fecha. la Sección acordó formar
la correspondiente pieza separada de suspensión. con­
cediendo a los demandantes y al Ministerio Fiscal un
plazo de tres días 'para que a este respecto formularan
las alegaciones que estimasen convenientes. Evacuado
dicho trámite por sendos escritos de fecha 3 de noviem- .
bre de 1993. la Sala Primera dictó el 8 de noviembre
de ese mismo año Auto en el que acordaba suspender

. la ejecución de las Sentencias recurridas en lo relativo
a las penas privativas de libertad y accesorias impuestas
a los actores. •

5. Por escrito registrado en este Tribunal el 23 de
diciembre de 1993. el Procurador de los Tribunales don
Isacio Calleja García solicitó ser tenido por personado
y parte en el presente proceso de amparo en nombre
y representación de doi'ia Josefa Hidalgo Fernández. Por
providencia de la SecciOn Primera de 24 de enero
de 1994. se tuvo por personado y parte al mencionado
Procurador y por recibidas las actuaciones solicitadas.
acordándose dar vista de las mismas al Ministerio Fiscal
y a las partes para que. en el plazo de veinte días. for­
mularan cuantas alegaciones estimaran convenientes.

6. El trámite de alegaciones fue evacuado por los
solicitantes de amparo· por escrito registrado .en €ste
Tribunal con fecha de 1B de febrero de 1994. en el
que sustancialmente reproducían las ya contenidas en
la demanda de amparo. .

En nombre de doña Josefa Hidalgo Fernández. acu­
sadora particular en el procedimiento que dio lugar a
la interposición del presente recurso de amparo. el Pro­
curador de los Tribunales don IsacioCalleja García se
opuso. por escrito de fecha 16 de febrero de 1994.
a la concesión del amparo solicitado por entender que
la falta de notificación a los recurrentes de las sucesivas
actuaciones judiciales practicadas después de que se
personara la acusación particular obedeció al incumpli­
miento. por parte del letrado que les asistía. del deber
de señalamiento de domicilio a los indicados efectos.
Por Jo demás. ninguna indeferisión podría. a su juicio.
estimarse producida por dicha ausencia de notificación.
ya que. examinadas una a una tales actuaciones. la falta
de asistencia a las mismas de los solicitantes de amparo
no habría supuesto merma alguna de sus posibilidades
de defensa ni. por ende. del principio de igualdad de
armas en el proceso.

7. Por su parte el Fiscal ante el Tribunal Constitu­
cional. en su escrito de alegaciones de fecha 18 de febre­
ro de 1994. concluía interesando la concesión del ampa­
ro solicitado por considerar que la falta de notificación
a los actores de todo el iter procesal seguido desde
que. por providencia de 28 de abril de 1992. se tuviera
por personada a la acusación particular hasta que. por
Auto de 6 de noviembre de 1992. se decretara la aper­
tura del juicio oral. es lesiva de su derecho a la tutela
judicial sin indefensión.

Expresamente rechaza el Ministerio Fiscal la argu­
mentación esgrimida por los órganos judiciales para jus­
tificar dicha ausencia de notificación. consistente; en
esencia. en atribuirla a la omisión de señalamiento de
domicilio por el letrado que les representaba y al con- .
siguiente incumplimiento por su parte del deber esta­
blecido en el arto 788.3 de la l.E.Crim. En su opinión.
la consecuencia que de ello extrajeron en el sentido de

negar a los recurrentes la condición de parte y. con ello.
descartar -que el Instructor estuviese obligado a notifi­
carles las referidas actuaciones. choca frontalmente con
la doctrina sentada por este Tribunal. entre otras. en
la STC 66/1989. a cuyo tenor dicha condición aparece
en el mismo instante en que se produce cualquier tipo
de inculpación. aun cuando el investigado no se haya
personado formalmente en el procedimiehto. Por
consiguiente. los demandantes de amparo debieron ser
tenidos por parte en el proceso y. a este título. de {;on­
formidad con lo dispuesto en el arto 302 ·de la l.E.Crim.•
habría que haberles dado traslado de ·todas las actua­
ciones al efecto de que pudieran intervenir en todas
las diligencias practicadas en los términos que estimasen
convenientes para la defensa de sus intereses. De mane­
ra que. al no habérseles dado esta oportunidad. se les
habría ocasionado indefensión al impedirles ejecer su
derecho a la defensa contradictoria. en patente vulne­
ración del principio de igualdad de armas en el pro­
cedimiento.

8: Por providencia de 17 de julio de 1995 se acordó
señalar para deliberación y votación de esta SentenCia
el siguiente día 18 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. las cuestiones planteadas en estos autos. refe­
ridas en lo fundamental a la alegada vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva en su concreta mani­
festación de derecho a la defensa (art. 24.1 y 2 C.E.).
hacen necesario concretar. por un lado. en qué momento
adquiere la condición de parte el imputado en un proceso
penal para provocar la necesidad de que se le notifiquen
las resoluciones que se dicten y. por otro. qué trans­
cendencia ha de atribuirse en ese terreno de las noti­
ficaciones a la omisión por parte del letrado del deber
de señalamiento de domicilio (art. 788.3 l.E.Crim.). todo
ello con la finalidad de determinar si en el caso que
ahora se examina se ha producido una indefensión
material.

y ya con este punto de partida. para un más claro
estudio de las cuestiones suscitadas. habrá que recoger
los hechos que originan la queja constitucional men­
cionada para después fijar la doctrina de este Tribunal
que. aplicada a aquéllos. debe conducir a la decisión.

2. Ante todo. pues. serán de consignar los siguien­
tes datos de hecho:

1.° El Juzgado de Instrucción núm. 3 de Antequera
tramitó las diligencias previas núm. 510-92 en virtud
de denuncia dirigida contra los ·recurrentes en amparo
a los que se tomó declaración. dejando constancia de
su domicilio. con instrucción de su derecho a la defensa
tal como previenen los arts..118 y 789.4 l.E.Crim. y
con asistencia de la letrada de oficio.

2.° Practicadas distintas actuaciones. por Auto de 15
.de julio de 1992 se concluían las diligencias con decla­
ración de que los hechos podían ser constitutivos de

. falta. Auto este que no fue notificado a los demandantes
de amparo.

3.° Contra dicho Auto interpuso recurso de reforma
y apelación subsidiaria la acusación particular del que
tampoco se dio traslado a los recurrentes. estimándose
la reforma por Auto de 29 de septiembre de 1992. tam­
bién silenciado a aquéllos.

4.° Por Auto de 30 de septiembre de 1992 se acuer­
dala continuaCión del procedimiento conforme a lo dis­
puesto en el libro IV. Título 111. Capítulo Segundo
l.E.Crim.. con traslado al Ministerio Fiscal y acusación
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particular a fin de que formulasen acusación solicitando
!a apertura del juicio oral o instasen el sobreseimiento,
resolución esta tampoco notificada a los ahora deman­
dantes.

Resulta así claro que éstos, pese a haber sido ins­
truidos de· sus derechos, fueron mantenidos al margen
de las actuaciones posteriores a tal instrucción y muy
destacadamente de-las mencionadas en los tres últimos
apartados.

3. Así las cosas, la doctrina constitucional sentada
respecto de las cuestiones ahora planteadas, especial­
mente en la STC 186/1990, puede sintetizarse en los
términos que seguidamente se señalan, con indicación
de las conclusiones a que conduce en su aplicación a
los hechos relatados:

A) «Una de las funciones esenciales de la instruc­
ción es la de determinar la legitimación pasiva en el
proceso pena!>., función ésta «que en el proceso penal
común se realiza a través del procesamiento y que en
el proceso penal abreviado, suprimido el procesamien­
to... debe llevarse a cabo mediante la previa imputación
judicial, pues, de lo contrario, las partes acusadoras,
públicas o privadas, serían enteramente dueñas de dirigir
la acusación contra cualquier ciudadano, confundiéndo­
se el principio acusatorio con el dispositivo, con sus­
tancial merma de las garantías de la defensa, permi­
tiéndose, en definitiva, que personas inocentes pudieran
verse innecesariamente sometidas a la «penalidad» de
la publicidad del juicio ora!>•. Así pues, «el conocimiento
de la imputación forma .parte del contenido esencial del
derecho fundamental a la defensa en la fase de ins­
trucción», defensa esta para cuya efectividad, en la pri­
mera comparecencia, «el Juez informará al imputado de
sus derechos» (arts. 118 y 789,4 L.E.Crim.), con lo que
se produce ,da asunción formal del status de imputado»:
independientemente de que haya o no una formal per­
sonación en las actuaciones, a partir de aqllel momento,
el imputado tiene ya la condición de parte en sentido
material.

De ello deriva que en el caso que ahora se examina
los aquí recurrentes ostentaban aquella condición d.esde
el momento en que fueron instruidos de sus derechos
por el Juez conforme a lo dispuesto en el art. 118
L.E.Crim. (ST<; 44/1985).

B) Asumida la condición de imputado surge con ple­
nitud el derecho de defensa, lo que implica jarts. 270
L.O.P.J. y 2 L.E.Crim.) la necesidad de que se lleven a
cabo las' notificaciones precisas para la efectividad de
aquel derecho.

Ha de concluirse así que debieron notificarse a los
aquí recurrentes en amparo las actuaciones señaladas
en el Fundamento jurídico anterior y de fas que se les
mantuvo apartados.

C) Reiteradamente ha declarado este Tribunal que
los actos de comunicación procesal tienen la finalidad
material de llevar al conocimiento de los afectados las
de<;isiones y resoluciones judiciales con óbjeto de que
éstos puedan adoptar la postura que 'estimen pertinente­
para la defensa de sus intereses. Constituyen, por ello,
elemento fundamental del núcleo del derecho a la tutela
judicial efectiva, por lo que a la jurisdicción le viene
impuesto un deber específico de adoptar, más allá dél
cumplimiento rituario de las formalidades legales, todas
las cautelas y garantías que resulten razonablemente
adecuadas para asegurar que esa finalidad de conoci­
miento de las resoluciones judiciales no se frustre por
causas ajenas a la voluntad de aquéllos a quienes afectan
(STC 171/1987), supliendo en su caso las deficiencias
observables en el señalamiento por éstos de domicilio

a efectos de notificaciones siempre que los datos obran­
tes en las actuaciones judiciales así lo permitan (STC
314/1993).

El). estos términos, ya con referencia a estos autos,
ha de entenderse, como advierte el Ministerio Fiscal,
que el incumplimiento por parte del Letrado del deber
de señalamiento de domicilio no podía justificar con­
secuencia tan grave como es la práctica privación de
los derechos que en cuanto parte en el proc'eso corres­
pondían a los recurrentes: tal omisión podía haber sido
fácilmente subsanada por el Instructor con sólo reparar
en que los domicilios de aquéllos ya constaban en los
autos.

4. Sobre esta base habrá que examinar ya si la omi­
sión de las notificaciones correspondientes a las actua­
ciones mencionadas en el fundamento jurídico 2.ode esta
Sentencia ha provocado para los reclllrrentes en amparo
una real situación de' indefensión (fUe haya de consi­
derarse lesiva de los derechos cuya vulneración invocan.
Pues si bien este Tribunal ha declarado en constante
doctrina que la omisión de la notificación de las actua­
ciones a las partes vulnera elderecho a la defensa reco­
nocido en el art. 24.1 C.E.. en cuanto impide ejercitar
los derechos procesales de los que son titulares, también
ha reiterado que la indefensión provocada por el órgano
judicíal al no realizar de manera debida los referidos
actos de comunicación ha de ser de naturaleza material,
ésto es, se ha de producir en circunstancias tales que
prive efectivamente al interesado de la posibilidad de
ejercitar tales derechos (STC 194/1988).

y ya en este punto será de señalar:

A) Al no darse traslado a lós aquí demandantes del
recurso de reforma interpuesto por la parte acusadora
contra el Auto que declaraba falta los hechos (art. 222
L.E.Crim.) se privó a aquéllos de la posibilidad de formular
las alegaciones pertinentes, de suerte que la reforma
del Auto indicado se produjo sin haberlos oído y por
tanto con vulneración clara de las exigencias del principio
de contradicción.

B) Del propio modo, la falta de notificación del Auto
que acordaba la prosecución del procedimiento confor­
me a lo previsto en los arts. 790 y ss. L.E.Crim. dejó
a los recurrentes sin la oportunidad de instar, antes del
juicio oral, lo que a su derecho conviniera «en orden
a la procedencia o improcedencia de la apertura del
juicio oral y, sobre todo, del archivo o sobreseimiento
de la causa», oportunidad' esta rigurosamente esencial
para garantizar «la vigencia del principio constitucional
de contradicción» (STC 186/1990).

De todo ello deriva que la omisión de las notifica­
ciones señaladas ha vulnerado el derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA. .

Ha decidido

Otorgar el ampar,o solicitado por doña Dolores Martín
Ramos y don Antonio Pérez Jiménez, y en su virtud:

1.° Reconocer los derechos de los recurrentes a la
defensa y a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.° Anular la Sentencia de la Sección Segunda de
la Audiencia Provincial de Málaga, de 5 de junio de 1993,
y la del Juzgado de lo Penal núm. 4 de dicha ciudad,
de 10 de marzo de 1993, así como también los Autos
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del Juzgado de Instrucción núm. 3 de Antequera de 30
y 29 de septiembre de 1992.

3.° Y para restablecer los derechos vulnerados se
retrotraen las actuaciones al momento inmediatamente
posterior a la interposición del recurso de reforma contra
el Auto de 15 de julio de 1992, para la debida obser­
vancia de lo dispuesto en el arto 222 L..E.Crim.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Ja­
vier Delgado Barrio.-Firmado y rubricado.'

I

19930 Sala Primera. Sentencia 122/1995, de 18
de julio de 1995. Recurso de amparo
2.840/1993. Corltra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Madrid que revocó en ape­
lación la absolutoria del Juzgado de lo Penal
núm. 1 de Alcalá de Henares, condenando
al recurrente como autor de un delito de apro­
piación indebida. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela jucficial efectiva: motiva­
ción suficiente de la Sentencia.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio. Magistrados, ha
pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.840/93, prombvido
por don Mario Blanco Rueda, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Rodolfo González García
y asistido por el Létrado don Juan Antonio Gozalo de Ape­
lIániz, contra la Sentencia de la Sección Cuarta de la Audien­
cia Provincial de Madrid, de 10 de junio de 1993, por
la que se revocó en apelación la dietada el 15 de febrero
de 1993 por el Juzgado de lo Penal núm. 1 de Alcalá
de Henares. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Pedro Cruz Villalón, quien expre­
'sa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 24
de septiembre de 1993, el Procurador de los Tribunales
don Rodolfo González García, en nombre y representación
de don Mario Blanco Rueda, interpuso recurso de ampa­
ro contra la Sentencia de la Sección Cuarta de la Audien­
cia Provincial de Madrid de 10 de junio de 1993, por
la que se revocaba en apelación la Sentencia del Juzgado
de lo Penal núm. 1 de Alcalá de Henares de 15 de
febrero de 1993.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:

al El solicitante de amparo fue juzgado en Alcalá
de Henares, ante e1 Juzgado de lo Penal núm. 1 de dicha
localidad, por causa seguida contra él y otro por un pre-

sunto delito de apropiación indebida, recayendo el
día 15 de febrero de 1993 Sentencia absolutoria.

b) Contra la anterior resolución interpuso la acusa­
ción particular recurso de apelación, presentando la
defensa del solicitante de amparo escrito de impugna­
ción a dicho recurso.

La Sección Cblarta de la Audiencia Provincial de
Madrid dictó Sentencia el 10 de junio de 1993, en la
que, tras afirmar que, una vez admitido el recurso, las
partes nada alegaron, se condenaba al señor Blanco Rue­
da, como autor responsable de un delito de apropiación
indebida, a la pena de un mes y un día de arresto mayor,
con sus correspondientes accesorias, y a satisfacer al
señor Medhi Sarafeddin Sharaffi la cantidad de 500.000
pesetas en concepto de indemnización.

c) Solicitada por el ahora demandante la nulidad
de actuaciones, la citada Audiencia, mediante Auto de
10 de septiembre de 1993; acordó no acceder a la nuli­
dad interesada, sin perjuicio de reconocerle el derecho
de acudir en amparo ante el Tribunal Constitucional.

3. La representación del recurrente estima que la
Sentencia dictada en sede de apelación ha vulnerado
sus derechos a la tutela judicial efectiva sin indefensión,
a la defensa y asistencia de Letrado y a un proceso
cor¡ todas las garantías, reconocidos todos ellos en los
apartados 1 y 2 del arto 24 C.E.

En apoyo de dichas pretendidas vulneraciones, se
argumenta en la demanda que el solicitante de amparo.
absuelto en instancia, fue condenado por la Sección
Cuarta de la Audiencia Provincial de Madrid sin que la
Sala tuviera en cuenta la impugnación formalizada por
su defensa contra el recurso de apelación presentado
por la acusación particular y sin que se hubiera celebrado·
la vista. Así se reconoce en la propia Sentencia impug­
nada cuando. en su tercer antecedente de hecho, se
hace constar que las demás partes nada alegaron en
relación con el recurso, tras haberles dado traslado del
mismo.

En consecuencia, se pide a este Tribunal que anule
la Sentencia impugnada.

4. La Sección Segunda, por providencia de 16 de
febrero de 1994; acordó admitir a trámite la demanda
de amparo, por lo que, en virtud de lo dispuesto en
el arto 51 LOTC. dirigió comunicación a la Audiencia
Provincial de Madrid y al Juzgado de lo Penal núm. 1
de Alcalá de Henares para que en el plazo de diez días
remitiesen, respectivamente, testimonio del roUo de Sala
núm. 44/93 y del juicio penal núm. 296/92; interesan­
do, al mismo tiempo, se emplazase a quienes hubieran
sido parte en el mencionado procedimiento, con excep­
ción del recurrente en amparo, para que pudieran com­
parecer en este procedimiento constitucional.

5. Mediante providencia de 11 de abril de 1994,
la Sección Segunda acordó acusar recibo de 'las actua­
ciones remitidas por la Audiencia Provincial de Madrid
y el Juzgado de lo Penal núm. 1de Alcalá de Henares,
y, a tenor de lo dispuesto en el arto 52 LOTC, dar vista
de las actuaciones, por plazo común de veinte días, al
Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo, a fin de que
pudieran presentar las alegaciones procedentes.

6. En su escrito de alegacion'es, presentado en el
Juzgado de Guardia el 6 de mayo de 1994 y registrado
en este Tribunal el día 10 del mismo mes y año, la
representación del recurrente hizo constar que, con pos­
terioridad a la interposición de la demanda, se tuvo cono­
cimiento de que la Audiencia Provincial. mediante Auto
fechado el 13 de septiembre de 1993, pretendió sub­
sanar la omisión del análisis de los escritos de impug-


